
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO / POR VALORACIÓN DEFECTUOSA DEL ACERVO PROBATORIO / NO LO HUBO EN ESTE CASO / PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DE DOMINIO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
… vale la pena recordar, sobre el aludido defecto –factico–, que la Corte Constitucional en la sentencia T-393 del 2017, expuso: 

“De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así: (…)
“(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.  Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.” (…)
Del estudio de los apartes transcritos y resaltados, la Sala concluye que la decisión cuestionada, contrario a lo denunciado por el accionante, emana de los hechos probados en el trámite, exhibe una valoración integral de las pruebas recaudadas en el caso, las que en conjunto apuntaban en la misma dirección, esto es, la demostración de la posesión ejercida de manera ininterrumpida por la prescribiente por más de 10 años, que es el tiempo que exige la Ley 791 del 2002, norma sobre la cual se fundaron las pretensiones. De manera que no luce subjetiva, caprichosa o antojadiza y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo del peticionario debe ser desestimado en esta sede excepcional.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo dieciséis del dos mil diecinueve         
Expediente: 66088-31-89-001-2019-00028-01
   
Acta N° 195 del 16 de mayo del 2019  
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia del 26 de marzo del 2019 proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría - Risaralda, en esta acción de tutela que instauró Rigoberto Marín Acevedo contra el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de esa misma localidad a la que fueron vinculados María Ensueño Marín Acevedo, María Rosmira Clavijo Marín, María Candelaria Duque de Molina, Arturo de Jesús, María Josefina, Rigoberto, María Elena, Fabiola, Rubiela del Socorro, Sigifredo y Carlos Emilio Marín Acevedo, representado por Luz Marina Marín Acevedo.  
ANTECEDENTES

Rigoberto Marín Acevedo, por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría - Risaralda, en la que aduce que en la sentencia que se profirió en la pertenencia con radicado 66088-40-89-001-2018-00022-00, a la que asiste en calidad de demandado, hubo defectos que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Los hechos exhibidos por la solicitante, admiten la siguiente síntesis: 

Mediante sentencia del 27 de marzo del año 2017, el Juzgado accionado negó las pretensiones en una acción de pertenencia iniciada por María Ensueño Marín Acevedo, porque la demandante no acreditó satisfactoriamente desde cuándo aconteció la transformación o interversión del título de mera tenedora a poseedora, lo cual impidió calcular el tiempo requerido para la usucapión.
Pese a lo anterior, la misma demandante, 8 meses después de la aludida sentencia, inició nuevamente un proceso de prescripción adquisitiva de dominio contra el mismo predio, en el que, con fallo del 5 de marzo del año que avanza, se le reconoció la calidad de propietaria del inmueble objeto del litigio. 
Reprocha que, para el funcionario, “de manera inexplicable” las pruebas que en el expediente anterior le suscitaron dudas para declarar la prescripción, ahora, sin razón aparente, le dan la seguridad jurídica para acoger las pretensiones de la demandante. 
Finalmente, por motivos que adelante se analizarán con detalle, concluye que el Juez apreció indebidamente las pruebas aportadas al proceso, e incurrió, en consecuencia, en un defecto fáctico. 

Pidió, entonces, que se revoque la citada sentencia. 

El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, con las citadas vinculaciones; también ordenó como prueba la inspección judicial del expediente objeto de estudio y decretó una medida provisional pedida con la demanda (f. 23, c.1).

El funcionario encartado manifestó que en el juicio que se cuestiona las partes solicitaron como prueba trasladada todo el contenido del proceso anterior; ambas pudieron ejercer, en su momento, el derecho de contradicción sobre todo el material con vocación probatoria; en el proceso anterior se logró establecer que realmente existía la posesión alegada por la prescribiente y algunos testimonios permitieron establecer la fecha en que la demandante intervirtió su calidad de tenedora a poseedora.  


Agregó que con esta demanda se realiza una caprichosa valoración de las pruebas con el fin de que se les dé el valor que el accionante pretende en favor de sus intereses, cuando la apreciación de aquellas fue razonable (f. 30, c.1).

La señora María Ensueño Marín Acevedo, por conducto de apoderado judicial, solicitó que se mantenga la sentencia atacada, porque el accionante gozó de todas las oportunidades procesales, con lo cual se le garantizó el derecho al debido proceso (f. 34, c.1). 

Sobrevino la sentencia de primera instancia que despachó desfavorablemente el amparo. Para así decidir, consideró el Juzgado que “la decisión tomada por el Juez accionado, no ha sido caprichosa y por el contrario acorde a la normatividad indicada, así como las pruebas allegadas fueron aportadas dentro de la oportunidad que nuestro Código Procesal indica” (sic) (f. 36 a 40, c.1)

Impugnó el accionante, quien insistió en que sí hubo defectos fácticos en la providencia atacada, habida cuenta de que careció de apoyo probatorio que permitiera declarar la prescripción adquisitiva de dominio en favor  la señora María Ensueño Marín Acevedo, dentro de la sentencia de pertenencia (f. 44, c.1).

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude el accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, en consideración a que el Juzgado, en la pertenencia que aquí se analiza, declaró la usucapión en favor de la demandante, a pesar de que las pruebas allegadas al proceso le imponían denegar las pretensiones de la demanda. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

En este caso los presupuestos generales se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; la sentencia que se reprocha corresponde a un asunto de única instancia; fue proferida el 5 de marzo del 2019 y esta acción de tutela se radicó el 11 de marzo siguiente, con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una sentencia dictada dentro de una acción de tutela.

Sigue en consecuencia verificar si, como se afirma, el Juzgado cuestionado, en sus consideraciones sobre las pruebas arrimadas a la pertenencia, incurrió en los defectos fácticos que se le achacan. 
Por eso vale la pena recordar, sobre el aludido defecto, que la Corte Constitucional en la sentencia T-393 del 2017, expuso: 





4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así:





“(i) Omisión por parte del juez en el decreto y práctica de pruebas
. La Corte ha considerado que se configura, cuando el funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, generando en consecuencia la indebida conducción al proceso “de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución del asunto jurídico debatido.”





(ii) No valoración del material probatorio allegado al proceso judicial.
 Esta hipótesis tiene lugar, cuando la autoridad judicial a pesar de que en el respectivo proceso existen elementos probatorios, “omite considerarlos, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente.”





(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.
 Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.”





4.4. La Corte Constitucional, ha revisado específicamente casos en los que se interpone acción de tutela contra una providencia judicial, argumentando lo señalado en el literal (ii) del anterior numeral, es decir, que el fallador no tuvo en cuenta material probatorio allegado al proceso por no advertirlo o considerarlo para fundamentar su decisión, que de haberse analizado, el resultado sería evidentemente distinto.” (Se destaca)





En este concreto asunto la inconformidad del solicitante estriba de la valoración que se le dio a algunas de las pruebas allegadas el trámite, tales como (i) el interrogatorio de la demandante quien confirmó que desde hace solo 4 años viene realizando construcciones en el predio; (ii) el dictamen pericial cuyo resultado fue que los cultivos tienen de 1 a 6 años de antigüedad y las mejoras más recientes solo 5; (iii) el testimonio de un vecino, Álvaro Cruz, quien informó que  ha visto a la demandante al tanto de la finca desde 6 o 7 años y que la finca ha venido mejorándola solo hace 2 años; y (iv) la documental, consistente en los soportes de unos dineros que una de las opositoras, la señora Luz Marina Marín Acevedo, había enviado a la demandante para el sostenimiento de la finca y la manutención de su padre. 





Delanteramente se observa que el funcionario hizo una pertinente precisión legal sobre este asunto, que lo diferencia del anterior, y que esgrimió de este modo:





“(min. 1.01.47, CD. f. 1) (…) se destaca que en esta oportunidad se acogió como presupuesto jurídico la ley 791 del 2002, que exige un tiempo de posesión de 10 años para bienes inmuebles rurales, con esto desde ya se advierte que la causal legal de este proceso es diferente de la anterior, asunto que se trata a más espacio al resolver las excepciones de mérito (…)” 




Ahora bien, sobre la apreciación que a las pruebas se le dio en el fallo, se transcriben los siguientes extractos, para ver si en ellos hay arbitrariedad, y entonces, atropello a los derechos constitucionales del actor:





“(min. 1.10.24, CD. f. 1) (…) teniendo en consideración a lo reglado en el artículo 174 del CGP, al cual hace referencia la sentencia citada, encontramos que todas las pruebas que obran en el proceso anterior, tanto documental, testimonial y pericial, fueron debidamente conocidas, practicadas y debatidas por ambas partes, es decir, pudieron ejercer a su tiempo y en forma debida el derecho de contradicción sobre todo el material con vocación probatoria, se hace énfasis en este punto porque debe tenerse en muy cuenta que lo que allí se decidió no fue cosa distinta a que efectivamente que la posesión de la señora María Ensueño Marín Acevedo quedó demostrada, pero que le faltaron 2 años para lograr la prescripción pedida en virtud de que se habían acogido a la senda de la prescripción que exigía 20 años de posesión.




Aprovecha el despacho a este punto para referirse a una manifestación o queja que tenía la parte actora cuando al final del numeral 11 de los hechos y dice, “el juez no dio aplicación a la ley 791/02, que redujo los términos en materia de prescripción” esto para aclararle que no es el despacho el que escoge la ley a la que las partes acuden para sacar avante sus pretensiones, pues ellas son autónomas para decidirlo, y en este caso una persona puede escoger la prescripción de 20 años, ya sea por olvido, porque desea sumar posesiones o por cualquier otra razón, escogido el soporte jurídico de su pretensión, debe probar los supuestos facticos que en conjunto le darán la razón, quede claro por tanto que no es el Despacho el que puede escoger o indicarle a una parte cuál es la Ley que mejor le resulta, eso lo hace la parte y su apoderado, y escogida el Despacho solo mira que se cumplan los supuestos fácticos para darle aplicación sin que pueda cambiarla o modificarla; en el proceso anterior se escogió la prescripción de 20 años y no podía el Despacho aplicar otra diferente.  




Retomando el tema principal se tiene pues que en el proceso anterior se reconoció a la demandante una posesión de 18 años y ese reconocimiento tiene plena validez en este proceso comoquiera que hace parte de la prueba trasladada pedida conjuntamente por las partes, tal vez consciente de esta circunstancia procesal, la parte demandada encausó sus ataques en impedir la demostración de la posesión de los tres años o dos años que le faltaban a la demandante, pues esto es lo que se infiere dadas las excepciones propuestas, de interrupción civil de la prescripción, cosa juzgada, desconocimiento de la ley y tenencia, estudiaremos más adelante si salen triunfantes o no.  




Sobre este punto, oportuno resulta decir que las excepciones apuntaron a este objetivo, pero la declaraciones y prueba testimonial en conjunto apuntaron en dirección contraria, pues precisamente todas las versiones al unísono, con olvido de lo que se concluyó en el proceso pasado, todas dijeron que María Ensueño solo viene con una posesión de 7 u 8 años, todas las versiones, 7 u 8 años, todos los declarantes, aunque los testigos dijeron otra cosa, es decir, confirmaron que María Ensueño no solo ha poseído los 3 años que le faltaban sino que ha poseído también 4 años de más.

(…)





(min. 1.21.05) resulta claro que la aquí nuevamente prescribiente, en ningún momento, ni por la inscripción de la demanda, ni durante el trámite del proceso anterior, ni por su resultado estuvo despojada de la posesión, durante el proceso anterior y durante este, la prescribiente siempre ha estado en posesión de la finca, continuando con sus actos de señora y dueña en forma ininterrumpida, esto es pagando los impuestos de la misma, pagándole a administradores, comerciando los productos que la finca produce, también oponiéndose continua y reiteradamente, a cualquier acción de sus hermanos como herederos, incluso uno de los testigos, creo que fue el señor Álvaro Cruz, que es el que tiene la finca límites, expresa que desde hace 2 años la finca ha mejorado mucho, ha estado mejor, o sea que eso nos confina que la señora María Ensueño ni por el proceso anterior, ni en el trámite del mismo, ni en este proceso, ha estado por fuera de esa finca, es decir en ningún momento ha perdido esa posesión, no se ha interrumpido la prescripción, por demanda civil o por los trámites de los procesos. 
(…)





(min. 1.34.20) En el proceso anterior se conoció que desde pequeños los hermanos fueron separados por sus padres y que no han guardado una buena relación  y que menos una fluida comunicación como familia, en esta parte sé que voy a tocar puntos sensibles, pero me toca hacerlo, esta situación se sigue reflejando en el momento según se desprende de las  declaraciones conjuntas de los hermanos opositores, se afirma esto porque al analizar sus declaraciones, vemos que todos hablan por referencias del otro, pues reconocen que hace tiempo se fueron del inmueble y así lo confirmó su propio apoderado en su alegato conclusivo, se fueron del inmueble, unos desde que nacieron, algunos desde pequeños y otros dicen que hace más de 30 años, que han regresado en muy contadas ocasiones, y que lo hicieron cuando vinieron a visitar a su señor padre es decir, entre una y otra  visita pasaron largos años, casi que al unísono manifiestan que su señor padre era quien administraba la finca, que lo hizo hasta que su salud lo permitió, ubicando la fecha en que dejó de administrar la finca entre 7 y 8 años, todos coinciden en afirmarlo (por eso dijimos que esos 7 u 8 años,  daban razón a María Ensueño, de que en estos 2 o 3 años que le faltaban si ha estado en la finca); sobre estas declaraciones hay que decir claramente que ninguno prueba la real administración del inmueble por parte del señor Carlos Emilio Marín hasta hace 7 u 8 años, pues sus esporádicas visitas a su padre y al inmueble, no permiten hacer esa inferencia en forma razonable, de esta manera estas declaraciones tampoco prueban la afirmación de que su hermana María Ensueño comenzó su posesión hace 7 u 8 años, cuando su señor padre por su enfermedad no volvió a la finca, afirmación que si se admitiera como probada, beneficiaría sería a la prescribiente María Ensueño a quien solo le están restando demostrar los años de posesión.




Una declaración que se esperó para dilucidar el objeto proceso, fue la de una de las hermanas aquí demandadas, y residente en Estados Unidos, cuya declaración se recibió vía Skype, pero vamos a ver que tampoco concluyó la causa por lo siguiente, la señora Luz Marina Marín Acevedo, es declarante que poco o nulo contacto tuvo con el inmueble y su administración, pues al igual que sus otros hermanos lo dejó en los primeros años de su vida y a la misma volvió en esporádicas oportunidades, solo cuando de lejano país venía a visitar a su señor padre, la mayoría de su relato lo dedica a lamentar la situación de desavenencia familiar que existe por la decisión de su hermana María Ensueño de pretender la totalidad del inmueble que dejó su difunto padre, informa también que ella enviaba dinero con frecuencia para ayudar el sostenimiento de su señor padre y para sostener la finca, se aportó los recibos, a eso hizo referencia el señor abogado en su parte conclusiva, entre otras cosas insiste en que nunca esperó que su hermana María Ensueño les pagara de esa manera, pues que a ella también la invitó a ese país a pasear le ayudaría a sacar una visa; en lo referente a la administración del inmueble refiere que su señor padre lo hizo hasta hace 7 u 8 años y que dejó de hacerlo por asuntos de salud, como bien se puede apreciar, esta al igual que las otras declaraciones son de referencia, respecto del bien inmueble, pues poco contacto tuvo con el mismo, por lo que nada útil se puede extraer del mismo, respecto de esos recibos, que se enviaron se dice que fue para, la parte opositora, dice que fue para arreglar la finca, doña María Ensueño dice que más que todo para sostener al Padre, vemos que ni de un lado ni del otro prueban con contundencia para qué se dedicó ese dinero, lo cierto es que se envió y están los recibos. 




(…)




(min. 1.41.02) Por esta demostrada razón, la lejanía de los hermanos opositores del inmueble objeto de este proceso, sus declaraciones resultan carentes de credibilidad y por tanto sin valor demostrativo de sus pretensiones, pues se reitera su conocimiento es por referencia dado el poco contacto que tuvieron con su señor padre y con el inmueble…




(…)




(min. 1.44.24) Como la versión del señor Villa Ruiz tampoco resultó de utilidad, buscó el despacho otro testigo no familiar que se trajo, que es la del señor Álvaro Antonio Cruz Rojas que también citó el señor abogado en este alegato conclusivo que tiene su propiedad a límites del inmueble motivo del litigio para encontrar la realidad sobre los hechos de posesión, que pregonan sobre el inmueble, en lo pertinente manifiesta que conoce el inmueble hace 22 años, que cuando llegó conoció como administrador a Sigifredo que luego vinieron otros, entre ellos Rigoberto, que hace como 6 o 7 años, con Carlos Emilio, padre de los hermanos aquí en conflicto, no volvió a la finca, pero que cuando lo hizo le metía la mano a la finca, agregó que la finca siempre se administró en compañía entre Carlos Emilio y los agregados, afirmando que la posesión de María Ensueño no sabe cuándo empezó, pero que hace 7 u 8 años, es decir hay un acuerdo como parece ser entre las partes para arreglar esa fecha de 7 u 8 años, nótese la contradicción en que recae su dicho pues dice que no sabe cuándo empezó la posesión de María Ensueño, pero dice que hace 7 u 8 años, o sabe que empezó hace 7 u 8 años o no sabe cuándo. Ahí vamos viendo pues la calidad de los testimonios… Analizando el testimonio se encuentran en él muchas contradicciones como estamos viendo, a más de resultar sospechoso, porque como así lo afirma tiene un conflicto con la señora María Ensueño, pues indica que ésta, le está disputando el terreno sobre el cual edificó su vivienda, por lo que a todas luces no le conviene que sea María Ensueño, la que triunfe en este litigio; así las cosas, de este testimonio tampoco se puede inferir algo cierto,  confiable y útil alguna para las partes. 





Así las cosas lo que quedó establecido en el proceso anterior en el sentido de que efectivamente la prescribiente María Ensueño ha demostrado actos de señor y dueño, permanece incólume, pues como se pudo ver los testigos traídos a este proceso no han logrado con versiones derrumbar aquella conclusión, es decir, que los actos de señora y dueña que alega la prescribiente resultan comprobados.
 





Esto porque analizados uno a uno los testimonios recibidos de las partes en ambos procesos, analizando igualmente el dictamen pericial, se establece que efectivamente la prescribiente ha realizado actos de señor y dueño, como mejoras en la casa de habitación, siembra y recolección de cosechas, ha firmado contratos con agregados que ha contratado, y ha pagado impuestos relativo al inmueble, estos actos de señora y dueña continuaron durante el anterior proceso pues en ningún momento se interrumpió esa posesión como ya se dijo, y en ese proceso igualmente, se aportaron recibos de pago de servicios públicos y de predial, 




Se reafirma aquí también lo dicho en el anterior proceso en cuanto que a la posesión de la prescribiente ha sido pública y pacífica por cuanto que como se ha venido analizando la controversia que ha sostenido con sus hermanos no alcanza a tener esas consecuencias de clandestinidad ni violencia, por contrario como ya se dijo, defender su posesión, aun frente a sus propios hermanos, encajan en este caso dentro de los actos de señor y dueño. 





(…)




(min. 1.50.16) Sobre la decisión; ya hemos hecho referencia frente a la falta de capacidad suasoria sobre las declaraciones y testimonios recibidos en este proceso, pero es que en verdad ni individual ni en conjunto han podido desvirtuar las conclusiones a las que se llegó en el proceso anterior y que tienen plena validez en este por pedimento de las partes y además porque todas las declaraciones, testimonios, inspección judicial y dictamen pericial fueron debidamente practicados, incorporados y fueron conocidos por las partes que tuvieron toda la oportunidad para contradecirlo.





(…)




(min. 2.00.15) Resumiendo entonces tenemos que se demostró una posesión, que esa posesión se demostró desde el proceso anterior, que en los tres años que le faltaban, antes lo confirmaron las versiones de los hermanos opositores cuando dicen que apenas hace 7 u 8 años que la conocen, estando ahí, la confirmó el mismo peritazgo, la misma versión de uno de sus testigos que dice que desde septiembre del 2018 estaba mejor, mejor administrada, ha sido pacífica porque (…) no es así como lo dice el señor abogado, que al meterse la demanda, al triunfar la oposición, se interrumpió la prescripción, porque es que allí no se triunfó porque no hubiera posesión, la posesión nunca se le quitó a María Ensueño, se triunfó parcialmente porque le faltaba el tiempo, entonces ese fallo contrario a María Ensueño no le quitó la posesión, ella siempre ha seguido, incluso ustedes lo confirmaron ella hace 7 u 8 años está allá, lo dijo el testigo de ustedes, tiene la finca en estos dos años la ha mejorado, todo eso contribuye a tomar la decisión que voy a leer.




Del estudio de los apartes transcritos y resaltados, la Sala concluye que la decisión cuestionada, contrario a lo denunciado por el accionante, emana de los hechos probados en el trámite, exhibe una valoración integral de las pruebas recaudadas en el caso, las que en conjunto apuntaban en la misma dirección, esto es, la demostración de la posesión ejercida de manera ininterrumpida por la prescribiente por más de 10 años, que es el tiempo que exige la Ley 791 del 2002, norma sobre la cual se fundaron las pretensiones. De manera que no luce subjetiva, caprichosa o antojadiza y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo del peticionario debe ser desestimado en esta sede excepcional.




Lo argumentado en la acción de tutela, no pasa de ser una diferencia de criterio acerca de la ponderación realizada por el funcionario entre las normas que regulan la pertenencia y las pruebas que se recolectaron durante su trámite, cuyo resultado no puede ser descalificado, porque si así se hiciera, se usurparía la función natural del juicio ordinario.  





Solo recuérdese que de antaño la Jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Por lo expuesto es que debían fracasar las pretensiones como sucedió en primera instancia, sin embargo se modificará el primer inciso de la parte resolutiva del fallo para negar el amparo, que no declararlo improcedente, porque, como quedó visto se superó el umbral de procedibilidad del trámite y hubo lugar a estudiar de fondo el caso; y, como se omitió, se ordenará levantar la medida cautelar decretada en el auto que ordenó dar impulso al trámite tutelar en primera instancia. Se confirmará el fallo en lo demás. 
 



DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley MODIFICA la sentencia proferida el 26 de marzo del 2019, por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbía - Risaralda, en esta acción de tutela que Rigoberto Marín Acevedo inició frente al Juzgado Primero Promiscuo Municipal de esa localidad; para en su lugar NEGAR el amparo.




Se LEVANTA la medida provisional decretada el 11 de marzo del 2019. 





Se CONFIRMA en lo demás. 




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Algunas decisiones en que la Corte Constitucional ha considerado que se configura un defecto fáctico son: T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-778 de 2005 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-171 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández),  T-908 y T-808 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-1065 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-162 de 2007 (MP Jaime Araújo Rentería), T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-1082 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-417 de 2008 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-808 de 2009 (MP Juan Carlos Henao Pérez), T-653 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Elías Pinilla Pinilla), T-350 de 2011 (MP María Victoria Calle Correa; SV Mauricio González Cuervo), SU-424 de 2012 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), SU-950 de 2014 (MP Gloria Stella Ortíz Delgado), SU-240 de 2015 (MP Martha Victoria Sáchica Méndez), SU-406 de 2016 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-090 de 2017 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), entre muchas otras.


� T-902 de 2005 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).


� “Un caso en el que esta Corporación consideró que existió vía de hecho por defecto fáctico, por haberse omitido la valoración de algunas pruebas, lo constituye la sentencia T-039 de 2005, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. Sobre este mismo tópico, la sentencia T-902 de 2005, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra, igualmente es ilustrativa.” Otros casos en los que la Corte Constitucional ha fallado por encontrarse un defecto fáctico por omitir la valoración de alguna prueba son: T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-747 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-078 de 2010 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-360 de 2011  (MP Juan Carlos Henao Pérez; SV Mauricio González Cuervo), T-628 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-1100 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-803 de 2012 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), T-734 de 2013 (MP Alberto Rojas Ríos), T-241 de 2016 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva), entre otras.


� “Ibídem”.


� “Al respecto, puede consultarse la sentencia T-235 de 2004, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra”.


� Corte Constitucional, sentencia T-916 de 2008 (MP Clara Inés Vargas Hernández), reiterada, entre otras, en la sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla).


� (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012-0009-01; STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ago. 2013, rad. 2013-00125-01).
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